


1. PRESENTACIÓN

Las leyes y servicios públicos que conside-
ran las diferencias entre hombres y muje-
res, así como otras diferencias poblaciona-
les (diversidad sexual y etnicidad) son
pocas. Esto evidencia la carencia de políti-
cas que promuevan el acceso y participa-
ción de la población de forma equitativa.

De esta forma, es necesario que se consi-
dere la creación y uso de herramientas
que promuevan la configuración de políti-
cas públicas con enfoque de género y que
beneficien a la población de forma efecti-
va, eficiente y con calidad, respetando las
diferencias de género y sexo, y promo-
viendo la igualdad en sus derechos.

Por esta razón Grupo FARO (Fundación para
el Avance de las Reformas y Oportunida-
des) y UNIFEM (Fondo de Desarrollo de las
Naciones Unidas para la Mujer) en el marco
del Proyecto de Incorporación de Género
en la Política Fiscal del Ecuador 2005-
20082, presentan la investigación que reco-
ge por un lado, la segunda evaluación
sobre el gasto público y la efectividad de
los servicios entregados en la Ley de
Maternidad Gratuita y Atención a la Infan-
cia, y la ley 103, contra la violencia a la
mujer y la familia; y segundo, un análisis
sobre el presupuesto y necesidades de
género de algunos programas sociales.

Con esta investigación se intenta aportar a
la incorporación del enfoque de género en
la gestión pública, especialmente sobre
presupuestos destinados a programas
sociales. A través del análisis de presu-
puesto, se pretende evaluar si el gasto
público, promueve o no los derechos de las
mujeres y la equidad entre sexos. Al mismo
tiempo, se intenta determinar aspectos de
género que ayuden a fortalecer la atención
pública de los programas e identificar acti-
vidades claves que den cuenta de la inver-
sión, investigación o revisión que necesitan
los programas para promover la equidad.

2. EL ENFOQUE DE GÉNERO EN
LOS PRESUPUESTOS PÚBLICOS

Los presupuestos públicos describen y
definen los recursos con los cuales se
hace efectiva una política pública. Por un
lado detalla las fuentes de ingreso que

permiten financiar los servicios y gastos
de la misma3; y por otro lado, a través de
los montos asignados y gasto en los pro-
gramas y planes es posible observar las
prioridades que tiene la gestión pública.

Antes de proseguir en la presentación de
la perspectiva de género en los presu-
puestos públicos, es necesario definir el
concepto género. Éste se refiere al con-
junto de prácticas, ideas, discursos y
representaciones sociales que reglamen-
tan y condicionan la conducta objetiva y
subjetiva de las personas atribuyendo
características distintas a cada sexo. Se
refiere a una construcción social basada
en las diferencias biológicas de los sexos,
que define como deben ser los hombres y
las mujeres, en relación a las nociones y
prácticas de la feminidad y masculinidad4.
De esta forma la diferenciación de los
roles en lo doméstico-público, en las pro-
fesiones, así como las nociones del placer,
los colores para vestir son construcciones
de género.

Identificar las diferencias de género entre
hombres y mujeres sirve para mostrar que
existen inequidades entre los sexos que no
son naturales y que deben ser observadas
en la construcción de la identidad y el
acceso a los derechos. También hablar de
género es mirar la facultad interpretativa de
las personas para expresar y elegir una u
otra forma de identificarse con lo femenino
o masculino independientemente de su
sexo5. En este sentido, el género es un atri-
buto interpretativo que permite observar
que las capacidades sociales de mujeres y
hombres son independientes de su sexo, y
que todas y todos, cualquiera sea nuestro
género o sexo debemos gozar de igualdad
de derechos para acceder a la educación,
trabajo, salud, alimentación y más.

La inclusión de la variable género en los
presupuestos públicos, según la opinión
del autor, tiene dos propósitos: el prime-
ro, mostrar las brechas existentes entre
hombres y mujeres que permean el desa-
rrollo social. Por ejemplo, el menor acce-
so al trabajo de las mujeres por que dedi-
can más tiempo al cuidado de sus hijos-
as, o la discriminación en servicios de
salud de la población indígena, homose-
xual o transexual; y, segundo, hacer posi-
ble que se asigne recursos para mejorar
dichas inequidades.

Los presupuestos pro-equidad de género
(PPG), aunque inicialmente nacen de la
propuesta feminista con la intención de
visibilizar las necesidades de las mujeres,
han revolucionado la economía y la visión
de aproximarse al desarrollo, cuestionando
el sistema de política económica de mer-
cado6 que ha acentuado las brechas de
acceso a educación, salud y trabajo entre
hombres y mujeres, y hacia indígenas y
afrodescendientes.7 Los PPG, también
cuestionan la mirada patriarcal que basa el
desarrollo económico en la producción de
bienes materiales y desconoce el trabajo y
aporte de la esfera doméstica8.

Al mismo tiempo los PPG buscan fortale-
cer la transparencia9 a través de mecanis-
mos de sensibilización y democratización
de los recursos públicos que promuevan
la participación de la sociedad civil en la
construcción, ejecución y control del pre-
supuesto; además, fomentan la creación
de políticas más equitativas.

3. METODOLOGÍA

Para esta investigación se tomó como
base la agenda prioritaria de género10, cre-
ada de la pro forma presupuestaria 2007.
De ésta se escogieron programas-activida-
des que puedan tener un impacto impor-
tante en las inequidades entre hombres y
mujeres, y cuyo análisis de presupuesto
ayude a reducir las brechas de género.

Mediante la herramienta Budlender y Sharp
(1998)11 se clasificó los programas de acuer-
do a la orientación de gasto: etiquetados
(para mujeres), de igualdad de oportunida-
des (buscan reducir brechas), generales
(con impacto de género directo o indirec-
to). Luego, se priorizó los programas con
mayor impacto de género y que cuenten
información disponible sobre presupuesto
y beneficiarios-as de cada programa.

Para seleccionar los programas, se esta-
blecieron dos preguntas claves:

• ¿Qué actividades generan o podrían generar
mayor participación e igualdad a las mujeres?

• Y, ¿en cuáles de estos programas es posible
obtener información adecuada para el análisis, de
planes, estadística de beneficiarias-os, y del
gasto?
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En el Programa Nacional de Control de
VIH-SIDA y el Plan Nacional de Erradica-
ción de la Violencia de Género se planteó
una tercera pregunta con la intención de
identificar la discriminación e inequidad
hacia otras poblaciones:

¿Qué otras poblaciones (mujeres indíge-
nas, lesbianas, homosexuales, transexua-
les, jóvenes también están siendo afecta-
das por los presupuestos públicos de
estos programas?

En el cuadro 1 se resume los programas ele-
gidos, donde se incluye una descripción del
programa, los elementos considerados
como justificativos de género (brechas,
derechos o componentes de género que
promueven) y las preguntas principales que
se plantearon para el desarrollo del análisis.

Las fuentes usadas en este estudio fueron,
del Ministerio de Economía y Finazas: el
Presupuesto General del Estado aprobado
de los años 2004 al 2007, las transferencias
hasta agosto 2007 y la presentación de la
pro forma presupuestaria 2008 que remitió
el presidente de la república al Congreso
Nacional; otros datos de presupuestos y
estadísticas de beneficiarios-as se obtuvie-
ron a través de documentos públicos y
entrevistas con los funcionarios y funciona-
rias de los programas. También se usó algu-
nas fuentes bibliográficas para definir y
explicar los conceptos de género en relación
a la violencia, la discriminación y el presu-
puesto. Además, se usaron estadísticas
sociodemográficas en relación a la pobreza,
educación, salud, violencia con la intención
de mostrar las inequidades de género rela-
cionados a los programas analizados.

4. CONTEXTO SOCIAL DEL PAÍS
Y LAS BRECHAS DE GÉNERO

En el país aún hace falta información que
describa completamente la inequidad de
la población, especialmente que muestre
las brechas que existen entre los sexos.
Las pocas estadísticas y análisis oficiales
disponibles, dan cuenta de las inequida-
des principalmente entre hombres y muje-
res; sin profundizar en las necesidades
diferenciadas de los grupos poblacionales
(por etnia o por edad) y en algunos casos
son inexistentes como cuando se refiere a
la diversidad sexual.

La inequidad en los roles de género ha
hecho que las mujeres, ocupen principal-
mente el espacio doméstico a través del
rol reproductivo y cuidado de hijos-as,
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PROGRAMAS
Ley de Maternidad Gratuita y
Atención a la Infancia

Violencia de Género
(Ley 103 y Plan Nacional de
Erradicación de Violencia)

Consejo Nacional
de Las Mujeres

Desarrollo infantil
(Fondo de Desarrollo Infantil)

Atención integral a la niñez
(Operación Rescate Infantil)

Control y vigilancia del VIH/
SIDA (Programa Nacional de
Control de VIH-SIDA)

Erradicación del
analfabetismo

DESCRIPCIÓN
La ley brinda servicios de atención gratuita para
la mujer en atención prenatal, parto, post-parto
y acceso a programas de salud sexual y repro-
ductiva, además atención en salud al/la recién
nacido/a y menores de cinco años.

La ley 103 es la encargada de atender y sen-
tenciar los casos de violencia intrafamiliar que
afecte a la mujer o cualquier miembro de la
familia.
El plan de Nacional de Erradicación de la
Violencia de Género tiene la misión de ser una
política más integral de atención a la violencia.

Construir políticas públicas para el ejercicio
pleno de los derechos humanos de las mujeres
y la equidad de género.

Programa de atención infantil y familiar que
busca fortalecer el desarrollo del niño o niña
menor de 5 años. Cuenta con 4 modalidades de
atención en función de características de la
comunidad.

Atención integral de la niñez a través de centro
de atención con una sola modalidad de servicio.
Atención 8 horas diarias de lunes a viernes.

Este programa es el encargado de atender a las
personas viviendo con VIH y/o SIDA, a la vez que
se encarga de realizar programas de sensibi-
lización a la población para evitar la transmisión
y propagación del virus de inmunodeficiencia
humana (VIH).

Programa destinado a cubrir actividades para
erradicar el analfabetismo.

JUSTIFICACIÓN
Esta ley es relevante para el cumplimiento de los derechos sexuales y
reproductivos de las mujeres.

Tanto la ley como el plan son relevantes para garantizar el derecho a la
vida libre de violencia de mujeres y hombres.

Es la primera instancia pública para asegurar los derechos de las
mujeres. A través de las políticas rectoras de género sirve para que las
mujeres cuenten con programas y presupuestos que garanticen el ejer-
cicio de sus derechos.

Analizar estos programas sirve para verificar si los modelos de atención
de los centros de atención infantil ayudan o no a liberar la carga
horaria que las mujeres dedican al cuidado e impide su participación o
ejercicio de la autonomía y ciudadanía.

La prevalencia de VIH ha aumentado en las mujeres en la última década.
Existe evidencia del mayor riesgo de transmisión del virus en las
mujeres por las situaciones de violencia que viven.
Mejorar los servicios especializados de atención e información de VIH y
SIDA para mujeres, ayudará a que ellas tengan más acceso y menos
riesgo de transmisión del virus.
La atención diferenciada de mujeres y hombres considerando sus
necesidades y prácticas sexuales individuales incidirá en la efectividad
y prevención de la infección.

Los índices de analfabetismo en mujeres es 10, 3 y en hombres 7,7.
Reducir la brecha de analfabetismo en las mujeres permitirá que ellas
puedan tener mejores condiciones de vida y participar en otros espacios.

ALGUNAS PREGUNTAS PARA LA INVESTIGACIÓN
¿Cómo se cumple la asignación presupuestaria para el
cumplimiento de servicios en la ley MGYAI?
¿Qué dificultades se perciben en la población respecto a
los servicios de la ley?
¿Cuáles son los alcances en cobertura de los servicios
ofrecidos?

¿Qué es la violencia de género?
¿Cuánto se invierte para el cumplimiento de la ley 103?
¿Qué necesidades se deben tener en cuenta para la asi-
gnación de recursos en el plan de erradicación de la vio-
lencia de género?

¿Cómo se cumple la asignación de recursos para el
cumplimiento de sus planes?

¿Los centros de atención infantil ayudan a liberar la
carga horaria que tienen las mujeres?

¿Cuál es la inversión del programa y cuánto invierte en
prevención, atención y tratamiento de las poblaciones
atendidas?
¿Cómo se cumple la asignación de recursos para el
cumplimiento del PNS?

¿La inversión del programa considera las brechas exis-
tentes entre mujeres y hombres, y de las diferencias
étnicas?

CUADRO 1: PROGRAMAS Y LEYES ELEGIDOS PARA ANÁLISIS DE PRESUPUESTOS CON ENFOQUE DE GÉNERO



negando su participación fuera del hogar.
Al mismo tiempo, el sistema ha valorado
principalmente el carácter económico de
las actividades, lo que ha invisibilizado el
trabajo de las mujeres desde el espacio
doméstico y les ha provocado que enfren-
ten menores ingresos salariales, dobles
jornadas y bajas prestaciones de protec-
ción social15.

Las estadísticas nacionales muestran que
las mujeres tienen menos años de estu-
dio, mayores tasas de analfabetismo y
menos tasas de ocupación laboral que los
hombres. A la vez tienen mayor carga glo-
bal de trabajo16 que los hombres (9
horas), dedican 20 horas más en prome-
dio por semana al trabajo doméstico y
son responsables del 75% del tiempo
dedicado al cuidado de niños-as17. Los
hogares dirigidos por mujeres tienen
menos ingresos (US 267 dólares) prome-
dio que en los hogares dirigidos por hom-
bres (US 384 dólares); además, los hoga-
res pobres dirigidos por mujeres son más
(27%) que el promedio nacional (22%).

Aunque la tasa de mortalidad materna se
ha reducido en los últimos 20 años nota-
blemente, en el 2005 se registra un incre-
mento que se equipara a las tasas de
mortalidad de 1994 (86,4). Este incremen-
to puede deberse a la incidencia que tie-
nen las emergencias obstétricas de parto
y atención de parto que son las primeras
causas de mortalidad materna y las pri-
meras causas de morbilidad en las ado-
lescentes18.

Por otro lado la violencia hacia las muje-
res que se registra es alta en el Ecuador
(cuadro 5). El 30,9% de las mujeres entre
15 y 49 años sufrieron algún tipo de mal-
trato físico o psicológico antes de cumplir
15 años. Además el 89% de las denuncias
de violencia registradas fueron realizadas
por mujeres19.

En cuanto a la pobreza, según los índices
de necesidades básicas insatisfechas
(NBI), se observa que las poblaciones con
mayores tasas de NBI son las indígenas y
las poblaciones rurales20. En este sentido,
se puede asumir que las mujeres de estas
poblaciones posiblemente tengan que
enfrentar una doble inequidad: por raza o
etnia y la otra por sexo.

Por otro lado las mujeres indígenas tam-
bién enfrentan situaciones particulares
respecto a su capacidad reproductiva y la
violencia; algunos indicadores muestran
que las tasas de fecundidad son mayores

en la población indígena 4,9 que en el
resto del país 3,3. También se describe
mayores índices de violencia observada
antes de cumplir 15 años (42%) y de pare-
ja (violencia psicológica 17,2%, física
10,6% y sexual 6,8%)21

En relación a la orientación sexual y las
prácticas sexuales no heterosexuales no
existe información que permita diferenciar
las condiciones de inequidad de la pobla-
ción. Los primeros casos documentados
refieren a torturas en clínicas privadas de
mujeres lesbianas por su identidad
sexual22 y existe muy pocas investigacio-
nes sobre discriminación hacia homose-
xuales.

5. INVERSIÓN SOCIAL Y LOS PROGRAMAS
SOCIALES PARA LA EQUIDAD DE GÉNERO

La inversión social en el país ha incremen-
tado en los últimos cuatro años, conse-
cuentemente en términos de la política
económica vigente se habría esperado que
las inequidades de género se reduzcan.

Es difícil poder evaluar los cambios regis-
trados ya que no existe estadísticas que
muestren los cambios cada año en las
poblaciones mencionadas y en otros

casos, ni siquiera se realizan evaluaciones
de las necesidades específicas de las
poblaciones.

De esta forma, el incremento en recursos
no es un indicador que de cuenta de la
reducción de brechas y sólo nos permite
ver la prioridad que este tiene en el con-
texto del presupuesto. De acuerdo al infor-
me del Ministerio de Finanzas y Economía
la inversión social ha aumentado de forma
continua en relación al presupuesto nacio-
nal, en el 2004 representaba el 21,2% de
la inversión social, alcanzó el 27,6% en el
2007 y se espera suba al 30,8%23 en la pro
forma presupuestaria del 2008.

La educación es el sector que mayor recur-
sos se le asigna ocupando más de la
mitad de la inversión social 59% (2007).
Los incrementos no han beneficiado de
igual forma a todos los sectores y se
observa crecimientos sostenidos en el
sector bienestar social, hasta ocupar 15%
en el 2007; mientras el sector salud repre-
sentó 18%, con dos puntos menos en rela-
ción a los años anteriores. Otro sector que
creció fue Desarrollo Urbano y Vivienda
que alcanzó 7% con dos puntos más que
el 2006, mientras el sector trabajo se
mantuvo con un peso en la inversión
social de 2%. (Cuadro 2)
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CUADRO 2
2004 2005 2006 2007

INVERSIÓN SOCIAL
(PRESUPUESTO INICIAL 1.916.763.630 2.333.572.478 2.777.458.028 3.346.431.744
ASIGNADO)
COMPOSICIÓN POR SECTOR
SECTOR BIENESTAR SOCIAL 5% 13% 12% 15%
SECTOR DESARROLLO URBANO 4% 4% 5% 7%
Y VIVIENDA
SECTOR EDUCACIÓN 67% 61% 62% 59%
SECTOR SALUD 21% 20% 20% 18%
SECTOR TRABAJO 2% 2% 2% 2%
Fuente: Ministerio Finanzas. Elaborado por Grupo FARO

CUADRO 3
PROGRAMAS PARA LA EQUIDAD 2004 2005 2006 2007
DE GÉNERO PPEG
CONAMU. (Consejo Nacional 1.754.157 1.873.375 1.558.975 3.227.178
de las Mujeres)
ERRADICACIÓN ANALFABETISMO 13.517.001 13.569.254 22.091.854 23.542.144
FODI (Fondo de Desarrollo Infantil) 10.850.000 37.607.447 37.542.324
MATERNIDAD GRATUITA (Ley MGAI) 20.888.545 20.426.396 22.441.372 21.105.761
ORI (Operación rescate infantile) 23.472.255 27.930.974 25.442.620 26.506.388
PNS (Programa Nacional de VIH-SIDA) 4.438.554 8.664.884 6.008.881 3.140.428
Grand Total 64.070.511 83.314.883 115.151.148 115.064.223
Relación presupuesto 3,3% 3,6% 4,1% 3,4%
PPEG vs. Inversión Social

Fuente: Ministerio Finanzas. Elaborado por Grupo FARO
No se incluye recursos asignados a la Ley 103 debido a que no está especificada dentro de la Pro forma Presupuestaria General Estado.



En el cuadro 3 se observa que la partici-
pación de los presupuestos de los progra-
mas seleccionados para el análisis ha sido
mínima en los últimos cuatro años, alcan-
zando 3,4% en el 2007.

Al mismo tiempo, los recursos de los pro-
gramas de Maternidad Gratuita, VIH-SIDA
y FODI-ORI (cuadro 4) muestran porcenta-
jes menores cada año en relación con su
sector, lo que muestra que los recursos
asignados a estos programas no han
aumentado con la misma proporción que
la inversión entregada para su sector de
competencia.

Esta situación describe la poca prioridad
que tienen los programas en la adminis-
tración pública y posiblemente la falta de
interés para aumentar recursos que
fomenten la reducción de brechas de
género en el desarrollo social.

En consecuencia tenemos un escenario
poco alentador para los PPEG ya que
existen pocos recursos y además el por-
centaje de recursos asignados cada año
participa menos de la inversión social.
Esto puede ser perjudicial para la gestión

de los programas, afectando la atención
de los beneficiarios-as de cada uno
(mujeres y hombres, analfabetos-as,
madres, infantes y personas viviendo con
VIH/SIDA).

5.1 ASIGNACIÓN DE RECURSOS Y
EJECUCIÓN DEL GASTO EN 2007

Los recursos son el principal instrumento
que tienen los programas para que las
actividades propuestas en los objetivos
de cada uno se cumplan. Al realizar una
observación de las transferencias a agos-
to 2007 (considerando que había transcu-
rrido más de la mitad del año24), se obser-
vó que hubo retrasos en las transferencias
de recursos. Sólo ORI y FODI son los pro-
gramas con mayores cumplimientos, mien-
tras el resto de programas tuvieron menos
recursos transferidos (gráfico1).

Este retraso de transferencias puede
deberse a dos razones, la primera que el
gobierno central (Ministerio de Economía
y Finanzas) ha recortado los recursos para
cada programa, y la segunda, puede ser
que los programas, a su vez, no hayan

justificado los gastos de algunos meses,
lo cual obliga a la gestión central a dete-
ner los recursos.

En cualquiera de los dos casos, el gráfi-
co 1 demuestra que la gestión pública
local o central no consideran que los
retrasos en los recursos afectan los ser-
vicios de los programas, en el caso de la
ley de Maternidad Gratuita o en el
Programa Nacional de SIDA pueden afec-
tar el tratamiento y la atención en salud
de la población.

6. LEYES Y PROGRAMAS PARA
LA EQUIDAD DE GÉNERO

Esta investigación busca analizar los pre-
supuestos que tienen la ley MGAI, la ley
103, el CONAMU y algunos programas
sociales para identificar si estos ayudan o
no a reducir las inequidades de género,
especialmente de las mujeres que son
beneficiarias directas en algunos casos.

6.1 LEY DE MATERNIDAD GRATUITA Y
ATENCIÓN A LA INFANCIA Y LEY 103:
CONTRA LA VIOLENCIA A LA MUJER
Y LA FAMILIA

Durante el 2006 se realizó un análisis sobre
estas leyes con el propósito de conocer los
servicios que prestan y verificar si el pre-
supuesto promueve o no a mejorar la
situación de las mujeres en relación a la
salud materno infantil y la violencia.

Algunos de los principales hallazgos de este
análisis mostraron que en ambas leyes fal-
taban recursos, lo cual afectaba los servi-
cios entregados (calidad, gratuidad, falta de
seguimiento a casos de violencia), además
de estadísticas diferenciadas para verificar
necesidades específicas especialmente en la
población indígena y afrodescendiente.

En esta ocasión, se realiza nuevamente un
análisis a estas leyes con el propósito de
verificar los recursos que afectan las nece-
sidades de género y evaluar los cambios
ocurridos en la gestión pública. Para
lograrlo, se ha creado algunas preguntas
guías que ayude a mostrar el problema
analizado de cada ley.

6.1.1 LEY DE MATERNIDAD GRATUITA
Y ATENCIÓN A LA INFANCIA

La ley de MGYAI estipula la atención de
mujeres y niños-as, a través de servicios
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CUADRO 4
RELACIÓN PRESUPUESTO DE CADA 2004 2005 2006 2007
PROGRAMA VS. INVERSIÓN SOCIAL
MGAI vs. Salud 5,1% 4,4% 4,0% 3,5%
ORI+FODI vs. Bienestar Social 23,1% 13,1% 19,2% 12,6%
Erradicación Analfabetismo vs. Educación 1,1% 1,0% 1,3% 1,2%
PN VIH-SIDA vs. Salud 1,1% 1,9% 1,1% 0,5%
Fuente: Ministerio Finanzas. Elaborado por Grupo FARO

PRESUPUESTO INICIAL VS. TRANSFERENCIAS A AGOSTO 2007GRÁFICO 1
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gratuitos y diferenciados para su salud
sexual y reproductiva, así como la preven-
ción y cuidado en recién nacidos-as y
menores hasta cinco años. De esta forma
a pesar de los pocos recursos que tiene
esta ley (0,6% del gasto social) se con-
vierte en un programa importante para
evaluar si ayuda o no a mejorar las condi-
ciones de vida, especialmente en la salud
de las mujeres y sus hijos-as. Para verificar
si esto sucede, se plantea las siguiente pre-
guntas guías que indican los aspectos de
género, más relevantes, que deben consi-
derarse para el cumplimiento de la ley.

6.1.1.1 ¿CÓMO SE CUMPLE LA
ASIGNACIÓN PRESUPUESTARIA PARA
EL CUMPLIMIENTO DE SERVICIOS
EN LA LEY MGAI?

Es necesario mencionar que esta ley cuen-
ta con recursos pre-asignados desde el año
2002, aproximadamente 20’000.000 dóla-
res25. Esto puede ser favorable para los ser-
vicios ofrecidos en maternidad gratuita y
atención a la infancia, ya que de esta forma
se garantiza la asignación de recursos; sin
embargo, puede ser insuficiente cuando la
demanda de atención crece.

En el 2007 no ha habido diferencias res-
pecto a la brecha entre prestaciones repor-
tadas y presupuesto identificadas en los
dos últimos años. De esta forma, se obser-
va que el déficit creció al 30% en este
año26.

De igual forma hubieron retrasos en los
recursos entregados, así 50% del presu-
puesto fue transferido en septiembre. Esto
incumplió con el artículo 2 donde se esti-
pula que la Ley deberá recibir el 50% de
los recursos hasta mayo de cada año.

Al mismo tiempo, los recursos transferidos
sólo sirvieron para cubrir el 50% de las
prestaciones entregadas hasta agosto, lo
cual perjudicó la distribución de recursos
hacia el resto del país, provocando que
ninguna provincia lograra cubrir el total de
prestaciones reportadas; además, los
recursos entregados en la mayoría de pro-
vincias (17) no alcanzaron a cubrir ni la
mitad de prestaciones reportadas.

6.1.1.2 ¿QUÉ DIFICULTADES SE PERCIBEN
EN LA POBLACIÓN RESPECTO A LOS
SERVICIOS DE LA LEY?

Para verificar las dificultades ocasionadas
por el presupuesto se realizó una encues-

ta de opinión sobre la calidad y servicios
ofrecidos en la ley MGAI. Esta encuesta se
realizó a representantes de organizaciones
de mujeres, representantes de las direc-
ciones y áreas salud, funcionarias-os de
las comisarías de la mujer y la familia de
las provincias en cada región donde se
desarrollaron talleres de socialización de
la LUPA Fiscal Género I27.

Los resultados obtenidos de estas encues-
tas recogen la opinión y experiencia de las
personas que participaron en los talleres
de Lupa Fiscal Género I por lo que su apre-
ciación y análisis debe ser usado conside-
rando la población encuestada28. Para dar
mayor validez a los resultados de esta
encuesta se ha comparado los resultados
con la investigación de veeduría realizada
en Quito.

Se obtuvo como resultado que 51% de las
personas encuestadas fueron usuarias y
un 49% no lo fueron29. Por motivos de edi-
ción en esta publicación sólo se ha inclui-
do los resultados de usuarias, el resto del
análisis de la encuesta se encuentra en el
informe completo de esta investigación.

a) Resultados en las personas usuarias.

Percepción de calidad

Respecto a la calidad hay una baja per-
cepción positiva (gráfico 2) que puede
tener relación con el costo de servicios, ya
que 46% de las personas declaran les
cobraron por algún servicio. Los servicios
que se mencionan son: medicinas, exáme-
nes y consultas (gráfico 3).

La percepción de calidad puede estar rela-
cionada con la falta de personal, de insu-
mos y la poca amabilidad o respeto por
parte de los médico-as y enfermeras-os
(gráfico 4). También puede estar influen-
ciada por el tiempo de espera para aten-
ción o las quejas de mala atención recibi-
das de terceros.

• 59% de personas no considera adecuado el tiem-
po que tuvo que esperar para ser atendida.
• 68% de las encuestadas mencionaron que cono-
cieron o escucharon que tuvieron dificultades en la
atención en emergencias y no fueron tratadas.

Al mismo tiempo vemos resultados pare-
cidos en la Veeduría realizada en Quito.

PERCEPCIÓN DE CALIDAD –RESULTADOS
VEEDURÍA EN EL HOSPITAL GINECO
OBSTÉTRICO ISIDRO AYORA30

• 48% de las entrevistadas adquirieron medicamen-
tos y exámenes fuera del hospital.
• Sólo 46% considera haber tenido un trato amable
y respetuoso por parte de los médicos, 38% por
parte de las enfermeras y 32% auxiliares de enfer-
mería.
• 52% menciona la falta de privacidad como un pro-
blema, en la atención del parto.
• 47% menciona la falta de privacidad como un pro-
blema, en atención de emergencias obstétricas.
• 51% considera demorado para adquirir un turno.
• 53% considera demorado en la espera para aten-
ción.

Pese a este escenario, las valoraciones
generales sobre credibilidad del sistema
son paradójicas y contrario a la percepción
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CÓMO HA PERCIBIDO
EL SERVICIO?

GRÁFICO 2
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de la calidad, tanto en esta encuesta como
en los resultados obtenidos de la veeduría
hay una alta tasa de respuesta para volver
a usar los servicios de la ley MGYAI.

• 72% volvería a usar servicios de la ley MGAI
(encuesta de percepción de calidad realizada por
Grupo FARO, noviembre 2007)
• 93% volvería a usar servicios del Hospital Isidro
Ayora (Resultados Veeduría en el Hospital Gineco
Obstétrico Isidro Ayora)

En este sentido, es necesario preguntarse
¿las mujeres volverían a usar los servicios
de la ley MGYAI, porqué no tiene alterna-
tivas de atención o porqué efectivamente
reciben servicios de calidad? ¿Se están
respetando los derechos de las mujeres al
ser atendidas?

Para responder a estas inquietudes es
necesario que se invierta más, se asigne
recursos en el presupuesto para investiga-
ciones que ayuden a identificar el impac-
to logrado en la población beneficiada,
donde se evalúe no solo cuánta gente
esta siendo atendida, sino también cómo
se lo está haciendo.

6.1.1.3 ¿CUÁLES SON LOS ALCANCES
Y COBERTURA DE LOS SERVICIOS
OFRECIDOS EN ATENCIÓN DE PARTO?

Una forma de medir la efectividad de los
presupuestos en la ley MGAI es evaluar el
alcance que tienen los servicios en la
población (cobertura). Para esto debe
contarse con estadísticas sobre las usua-
rias-os (desagregada por sexo, etnia,
edad, orientación sexual). Sin embargo,

debido a que el sistema de gestión de
MGAI no cuenta con un banco de datos de
usuarias y usuarios31, se ha procedido a
realizar estimaciones que permitan cuanti-
ficar, al menos parcialmente, los niveles
de cobertura que tiene la ley.

En el 2006 del total de prestaciones repor-
tadas se evidencia que 47% correspondí-
an a mujeres y 53% a niños-as. Las pres-
taciones de vasectomía reportan apenas
296 que representan 0,03% del total de
prestaciones entregadas para planificación
familiar.

En el gráfico 5 se observa que del total de
mujeres que iniciaron su primer control
prenatal dentro del programa de la ley
MGAI, 49% salieron del sistema y optaron
por ser atendidas fuera de la ley MGAI. Al
mismo tiempo sólo 3 de los 4 partos
registrados dentro del sistema MGAI ocu-
paron prestaciones de control post-parto.

Esta situación muestra que el sistema de
salud es débil para garantizar la atención
completa y continua de embarazo, desde
el primer control prenatal hasta parto y
post-parto. De esta forma, es necesario
investigar e invertir más para identificar las
razones que desmotivan a las usuarias a
cumplir el ciclo de tratamiento en la mater-
nidad e identificar incentivos que ayuden a
garantizar el cumplimiento de la ley y
garantía de servicios para las mujeres.

En resumen la efectividad de servicios en
la ley MGAI es parcial ya que no todas las
atenciones prenatales que se registran
son atendidas dentro del sistema de MGAI
y tampoco mantienen su control hasta el
post-parto. En este sentido, el sistema de
atención necesita asignar más recursos
para motivar la permanencia de las usua-
rias que realizan sus primeros controles
prenatales de forma de incentivar la asis-
tencia de las mujeres en la atención de
parto y post-parto garantizando la aten-
ción con calidad y gratuidad.

6.1.2 LA VIOLENCIA DE GÉNERO:
LA LEY 103 Y EL PLAN DE ERRADICACIÓN
DE VIOLENCIA DE GÉNERO

Inicialmente, cuando se definió los pro-
gramas y leyes que se iban a analizar se
había considerado realizar un seguimiento
a la Ley 103: contra la violencia a la mujer
y la familia con el propósito de verificar si
la inversión pública de la misma había
mejorado en relación año pasado.

La investigación coincidió con la posesión
del nuevo gobierno electo que provocó
cambios en instituciones relacionadas con
la gestión de la ley 103. Se cambió los
funcionarios de la Dirección de Género y
del Departamento de Violencia Intrafa-
miliar de la Policía Judicial.32

Las estrategias del nuevo gobierno apun-
taban a contar con representantes de dis-
tintos grupos sociales en su equipo de
trabajo, entre los cuales estaban mujeres
con larga experiencia trabajando en el
tema de violencia intrafamiliar. Esto favo-
reció para que el tema de violencia se
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QUÉ DIFICULTADES O NECESIDADES ENCUENTRA EN LOS SERVICIOS?
(ELECCIÓN MÚLTIPLE)

GRÁFICO 4
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exponga en la palestra pública y se cree
por decreto el “Plan Nacional para la
Erradicación de la Violencia de Género”.33

De esta manera a partir del análisis de los
servicios que se contemplan por la ley
103, se evidencian algunas necesidades
que deben ser consideradas al momento
de elaborar el Plan Nacional de
Erradicación de Violencia de Género.

6.1.2.1 ¿QUÉ ES LA VIOLENCIA
DE GÉNERO?

Según la Organización Mundial de la
salud, define violencia como:

“ El uso deliberado de la fuerza física o el poder, ya
sea en grado de amenaza o efectivo, contra uno
mismo, otra persona o un grupo o comunidad, que
cause o tenga muchas probabilidades de causar
lesiones, muerte, daños psicológicos, trastornos del
desarrollo o privaciones”34

A su vez, el género como una construcción
social basada en las diferencias biológicas
de los sexos, se convierte en un instrumen-
to que permite observar las desigualdades
que se reproducen entre hombres y mujeres
y que pueden generar violencia. Según
Bourdieu el sistema social imperante está
debidamente organizado y asume como
natural las prácticas inequitativas entre los
sexos35 a favor de la masculinidad.

En consecuencia referirse a la violencia de
género (VG) comprende observar las ine-
quidades que se reproducen a través de la
omisión, desvaloración o castigo de las
personas cuyas prácticas de género se
contrapongan a la categorización binaria
de masculino y femenino.

De ahí que se explique que la violencia no
es entre hombres y mujeres, sino que
corresponde a un sistema social sexista,
que mantiene una lógica discriminante
entre los sexos, generando roles diferen-
ciados en el espacio doméstico, pocas
posibilidades para las mujeres en el espa-
cio público y la penalización de prácticas
distintas a la heterosexual.

Entonces referirse a la violencia de géne-
ro (VG) no solo refiere a las relaciones,
actos u omisiones que afecta a las muje-
res, como tampoco está presente sólo en
las relaciones entre sexos. La VG se repro-
duce continuamente a través de actos
cotidianos y prácticas culturales de géne-
ro que impiden que las personas puedan
tener acceso en igualdad de derechos.

En definitiva referirse a la violencia de géne-
ro implica tomar conciencia de nuestras
prácticas de género para motivar formas y
mecanismos de política pública que fomen-
ten la prevención y atención de la violencia
en todos los espacios y momentos.

a. Contexto de la violencia
de género en el país

La atención de la violencia de género en
el país enfrenta aún algunos problemas: la
falta de políticas públicas integrales y la
deficiencia de estadísticas oficiales que
describan adecuadamente las causas y
efectos que ésta provoca. Los datos con
que contamos describen los índices de
violencia en las mujeres.

Existen contados estudios en relación a la
violencia por orientación sexual, realiza-
dos principalmente por ONGs. Algunos
casos han sido documentados sobre las
torturas realizadas en clínicas privadas en
Manabí y Guayas con el supuesto de rea-
lizar terapias para “cura de la homose-
xualidad”36 y otros sobre el tipo de vio-
lencia del que han sido víctimas las muje-
res lesbianas: 60,7% agresión psicológi-
ca, 32% agresión física y psicológica y 7%
agresión física, psicológica y sexual.37 En
las poblaciones de hombres homosexua-
les, lo que se ha documentado muestra
que la violencia es latente en la convi-

vencia con amigos-as y familiares, ade-
más los medios de comunicación reiteran
imágenes con estereotipos (enfermedad,
anormalidad, promiscuidad y afemina-
miento)38

El tratamiento de la violencia en el siste-
ma judicial es deficiente, ya que las vícti-
mas no son atendidas con celeridad, gra-
tuidad y discrecionalidad. En un estudio
realizado por Centro Ecuatoriano para la
Promoción y Acción de la Mujer CEPAM-
Quito sobre el sistema de atención en
comisarías de la mujer y la familia se des-
cribe que en algunas se cobran por los
servicios y no se entrega oportunamente
las medidas de amparo.39

Por otro lado, de la información recabada
no existe un procedimiento legal que
muestre la atención pertinente de los
administradores de justicia en casos de
violencia por orientación sexual.

Frente a este escenario, es necesario que
se asignen más recursos para evaluar las
necesidades diferenciadas de las pobla-
ciones que debido a su condición o elec-
ción de género son víctimas de violencia.
También es necesario entregar más recur-
sos para la inversión y desarrollo de los
servicios públicos, para mejorar la capaci-
dad técnica en la atención y asistencia,
para la construcción de estadísticas que
ayuden a la construcción de políticas
públicas, según los casos e incidencia de
la violencia.

6.1.2.2 ¿CUÁNTO SE INVIERTE PARA
EL CUMPLIMIENTO DE LA LEY 103?

La ley 103 tiene como objeto proteger a la
mujer o su familia de cualquier tipo de
violencia física, psíquica o sexual a través
de la prevención y sanción de la violencia
intrafamiliar (VIF). Para lograrlo, la ley
cuenta con un cuerpo institucional, con-
trolado por la Dirección Nacional de
Género (DNG), a través del cual se puede
realizar las denuncias: comisarías naciona-
les, tenencias políticas, intendencias y
comisarías de la mujer y la familia40.

La ley no cuenta con un sistema de finan-
ciamiento para la atención. Los principales
recursos destinados US 989 mil41 dólares,
en el 2006, fueron para el equipo de fun-
cionarios que trabaja en la DNG y en las
Comisarías de la Mujer y la Familia. En el
2007 no fue posible obtener datos sobre
los recursos debido a la falta de informa-
ción disponible.

Lupa Fiscal Género
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CUADRO 5
ESTADÍSTICAS DE VIOLENCIA HACIA MUJERES
ENTRE 11 Y 49 AÑOS (ENDEMAIN 2004)

• 42% observaron algún tipo de violencia (física o
psicológica) entre sus padres antes de cumplir 15
años.

• 31% fueron maltratadas física o psicológicamen-
te antes de cumplir 15 años.

• 40,9% recibieron violencia psicológica, 31% vio-
lencia física y 11,5% violencia sexual de sus pare-
jas (mujeres alguna vez casadas o unidas).

• 19,9% recibieron violencia psicológica, 7,4%
violencia física y 2,3% violencia sexual de sus
parejas (mujeres solteras que han tenido novio o
enamorado).

• 9,6% reporta haber sufrido algún tipo de violen-
cia sexual en su vida.

• La incidencia de la violencia es mayor en la pobla-
ción indígena y en las personas con menos estudios.



En la Lupa Género I se mostraba que los
recursos no eran suficientes para atender
de una manera integral la violencia, así se
evidencia que ésta no es vista como una
prioridad.

En el 2007 se identificaron algunos pro-
blemas que pueden tener relación con la
poca inversión en la ley:

• Los funcionarios desconocen los recursos asig-
nados para el 2007. En este sentido, es necesario
capacitar a los funcionarios y las funcionarias sobre
la importancia de presupuestos para la ley. 42

• Existe un banco de encuestas que se producen
en las CMF que no han sido analizadas para eva-
luar y conocer más sobre los casos de violencia.43

• Falta de capacitación a funcionarios-as de CMF
para recoger estadísticas. En el 2006 y 2007 exis-
te un subregistro de denuncias debido a que algu-
nas provincias no han reportado los informes de
estadísticas. (gráfico 6)

Debe considerarse que las estadísticas
son un instrumento importante para
acciones de política pública y la inclusión
del género en la presupuestación.

De esta forma visibilizar las denuncias y
el análisis de éstas son necesarias para
promover los servicios con efectividad,
eficiencia y calidad para cubrir las inequi-
dades sociales.

6.1.2.3 ¿QUÉ NECESIDADES SE DEBEN
TENER EN CUENTA PARA LA ASIGNACIÓN
DE RECURSOS EN EL PLAN DE
ERRADICACIÓN DE LA VIOLENCIA
DE GÉNERO?

En la Lupa Fiscal Género I se identificaron
algunos indicadores que dan cuenta de la
falta de presupuesto, la baja tasa de
denuncia y bajos niveles de sentencia en
los casos de violencia. En esta investiga-
ción también se ha podido evidenciar que
existen deficiencias en el manejo de infor-

mación estadística y que se desconoce
sobre los recursos que son asignados
para el cumplimiento de la Ley Contra la
Violencia a la Mujer y la Familia.

Pese a estas limitantes, las pocas estadís-
ticas disponibles nos permiten mostrar
algunos aspectos que deben incluirse en
el presupuesto para el seguimiento e
investigación sobre violencia en la
Dirección Nacional de Género, comisarías
y la policía nacional (Departamentos de
Violencia Intrafamiliar – DEVIF).

Lupa Fiscal Género
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a.) Recursos para mejorar
la administración de justicia

Del total de denuncias44 en el 2006 sólo
se ha sentenciado al 10%, es decir una
pequeña parte de los casos registrados de
violencia se concluyen. A la fecha, se
conoce muy poco sobre las razones por
las cuales sucede esto, lo que se puede
observar de la evidencia es que posible-
mente el sistema no tiene capacidad para
dar seguimiento a los casos.

EL gráfico 7 muestra que existe desempe-
ños distintos en relación al porcentaje de
sentencias realizadas. Esta diferencia no
necesariamente corresponde al número de
funcionarios con que cuentan las CMF en
cada ciudad; en su lugar se observa que
existe una desproporcionalidad entre fun-
cionarios, denuncias atendidas y senten-
cias. Esta situación debe ser estudiada45 a
fin de fomentar la eficiencia e igualdad de
trato en la atención en las CMF.
Posiblemente sea necesario entregar recur-
sos para capacitar a los funcionarios.

b.) Recursos para mejorar la referencia
al sistema de salud

La atención de casos de violencia debe
también estar referenciada al sistema de
salud. En el país la ley de Maternidad
Gratuita y Atención a la Infancia incluye
una prestación para casos de VIF, sin
embargo en la mayoría de provincias los
casos de violencia no han sido atendidos
por la ley MGAI (gráfico 8).

El gráfico 11 describe en el eje horizontal
la cantidad de denuncias reportadas en
cada provincia, mientras el eje vertical
describe el porcentaje de denuncias que
fueron atendidas a través de la ley MGAI.
De esta forma se puede observar que la
mayoría de las provincias muestran nive-
les de atención a través de la LMGAI
menores al 10%. Esta situación da cuenta
que posiblemente hay poco conocimiento
de las víctimas sobre los servicios ofreci-
dos en la ley MGAI y poca coordinación
entre ambas leyes para atender los casos
de violencia.

Por esta razón, es necesario que se coor-
dine actividades conjuntas entre la ges-
tión de ambas leyes, posiblemente eva-
luar medidas de comunicación para difun-
dir los servicios compartidos para aten-
ción de violencia. También es necesario
que se asignen recursos para realizar
investigaciones que describa a donde
están acudiendo las mujeres en casos de
violencia, si los casos necesitan o no
atención médica. Además es necesario
incluir en el presupuesto recursos para
fomentar actividades que difundan el ser-
vicio en las usuarias-os de ambas leyes.

6.2 CONAMU Y PROGRAMAS SOCIALES
PARA LA EQUIDAD DE GÉNERO

En esta sección se realiza el análisis de los
presupuestos públicos del CONAMU y cuatro
programas sociales (Erradicación del
Analfabetismo, ORI, FODI y Programa
Nacional de SIDA) Estos fueron elegidos
considerando la relevancia que tienen en la
reducción de las inequidades sociales, espe-
cialmente aquellas relacionadas a las muje-
res y por discriminación de género y el cum-
plimiento de los derechos de las mujeres.

6.2.1 CONSEJO NACIONAL
DE MUJERES – CONAMU

El Consejo Nacional de las Mujeres es la
entidad encargada de crear y fomentar las
políticas que mejoren la situación de las
mujeres y ayuden al ejercicio pleno de sus
derechos humanos.

MISIÓN. “Construir políticas públicas para el
ejercicio pleno de los derechos humanos
de las mujeres y la equidad de género”.
VISIÓN. “Transformar la vida de las muje-
res”46

Dentro del trabajo de CONAMU se ha pro-
puesto la ejecución del PIO (Plan de
Igualdad de Oportunidades) el mismo que
ha sido incorporado como una política de
Estado47. El PIO tiene como propósito
fomentar la incorporación de género en las
políticas públicas a través de la reforma
institucional y cultura organizacional, refor-
ma legal y descentralización, y participa-
ción ciudadana.

En el análisis se ha planteado analizar el
presupuesto y las transferencias de recur-
sos entregadas a la institución, con el fin
de evaluar si los recursos ayudan o no al
cumplimiento de los programas y planes
dentro del PIO.
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RELACIÓN DE DENUNCIAS VIF CON ATENCIONES
REPORTADAS EN LEY MG 2006

GRÁFICO 8
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6.2.1.1 ASIGNACIÓN DE RECURSOS
Y CUMPLIMIENTO DE TRANSFERENCIAS

El presupuesto de CONAMU representa
una parte muy pequeña en relación a la
inversión pública (cuadro 6), lo cual
demuestra, la poca prioridad que tienen
los planes y programas de la institución
para mejorar las políticas que reduzcan
las inequidades hacia las mujeres.

En el 2007 se asignaron más recursos para
la inversión, lo cual es favorable para el
cumplimiento de los planes y actividades
programadas de la institución; sin embar-
go hubo retrasos en los recursos entrega-
dos, apenas el 47% fueron transferidos
hasta agosto 2007(gráfico 1). Se descono-
ce las causas de los retrasos, pero se ha
podido observar cierta desproporcionali-
dad en las transferencias mensuales (gráfi-
co 9) donde se evidencia una concentra-
ción de recursos en el mes de junio 2007.

Esta concentración de recursos en junio
2007 evidencia que existe una falta de
coordinación entre las instituciones para
programar los recursos en relación de acti-
vidades mensuales. Esta situación podría
ser perjudicial para la ejecución de planes
y programas, ya que si la mayoría de recur-
sos son entregados a mitad de año posi-
blemente haya actividades durante el pri-
mer semestre que no se hayan ejecutado
por falta de financiamiento.

En consecuencia para que se cumpla los
planes y leyes que fomenta el CONAMU
para mejorar las condiciones de las muje-
res y la inclusión de género en la política
del estado, es necesario que los recursos
sean entregados puntualmente. De igual
forma es necesario que se realice un segui-
miento a la programación de planes y pro-
gramas con sus respectivos presupuestos
para evitar retrasos y concentraciones de
recursos en ciertos meses que perjudiquen
el ciclo de las actividades planificadas.

6.2.2 ORI Y FODI

El programa ORI (Operación Rescate
Infantil) y FODI (Fondo de Desarrollo
Infantil) han sido creados con el objetivo
de mejorar el bienestar y desarrollo de los
niños y niñas de 0 a 5 años, de los quin-
tiles más pobres (1 y 2).

El ORI, “somos una institución pública de desarro-
llo infantil que apoya con asistencia técnica y recur-
sos financieros a diversas organizaciones que, en
centros comunitarios y con la participación de la

familia y la comunidad, brindan protección integral
a niñas y niños menores de cinco años en situación
de vulnerabilidad”48

El FODI, “somos una entidad adscrita al Ministerio
de Bienestar Social, que financia los programas y
proyectos que se ejecutan a favor de la infancia,
mediante un modelo de gestión descentralizado,
focalizado, competitivo y transparente de asigna-
ción de recursos, en el marco del cumplimiento de
la universalidad de los derechos de los niños y
niñas de 0 a 5 años.”49

6.2.2.1 ¿LOS CENTROS DE ATENCIÓN
INFANTIL AYUDAN A LIBERAR LA CARGA
HORARIA QUE TIENEN LAS MUJERES?

Las posibilidades de las mujeres han esta-
do permeadas bajo relaciones inequitativas
de género que principalmente ubican a las
mujeres como responsables del espacio

doméstico y del cuidado de los hijos-as,
además desconocen el trabajo no remune-
rado que ellas destinan a estas tareas. En
muchos casos estos aspectos han perjudi-
cado su autonomía para que puedan deci-
dir por sí solas y participen en otros espa-
cios (educación, política, trabajo, recrea-
ción). De acuerdo al cuadro 7 todavía las
tareas domésticas son una limitante para
que se inserten en el mercado laboral.

La información disponible no permite
identificar el porcentaje de madres que
están siendo beneficiadas por el ORI Y
FODI lo cual limita la posibilidad de eva-
luar si los mismos ayudan a liberar la
carga laboral no remunerada de las muje-
res. Pese a ello con las estadísticas de
población y de ENDEMAIN 2004, se ha
realizado una aproximación para cuantifi-
car las mujeres que se benefician indirec-
tamente de estos programas.
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CUADRO 6
RELACIÓN PRESUPUESTO VS. INVERSIÓN SOCIAL 2004 2005 2006 2007
CONAMU VS. total Inversión Social 0,09% 0,08% 0,06% 0,10%
Fuente: Ministerio de Finanzas. Elaborado Grupo FARO

PRESUPUESTO CODIFICADO VS. TRANSFERIDO 2007 - CONAMUGRÁFICO 9
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En el gráfico 10 se puede observar que
ambos programas benefician indirecta-
mente a 45% de las madres con niños-as
menores de cinco años de los quintiles 1
y 2. Esto evidencia que los centros de
atención infantil ayudan a liberar la carga
horaria que dedican al cuidado infantil.

Los programas de atención infantil nos
permiten cuantificar las mujeres que esta-
rían liberando su carga horaria en cuidado
infantil, sin embargo debe considerarse
que esta aproximación debe ser parte de
una política pública integral que no con-
temple a las mujeres como únicas respon-
sables del cuidado de los hijos-as y que
fomente la distribución equitativa de res-
ponsabilidades entre hombres y mujeres
en el espacio doméstico.

En este sentido, es necesario que se asig-
ne recursos que permitan mejorar la cober-
tura de madres y/o padres beneficiarias-os.
Y además de medir la cobertura e impacto
de los programas en los-as niños-as aten-
didos-as, se debe incluir indicadores de
efectividad e impacto en las mujeres. Para
esto, debe contemplarse la liberación o
sobrecarga del tiempo de trabajo conside-
rando la labor voluntaria que realizan las
mujeres en la ejecución de los programas.

6.2.3 PROGRAMA NACIONAL DE CONTROL
Y PREVENCIÓN DEL VIH-SIDA

Este programa es el encargado de atender
a las personas viviendo con VIH y/o SIDA,
a la vez que debe ser el responsable de
realizar actividades de sensibilización con

la población, para evitar la transmisión y
propagación del virus de inmunodeficiencia
humana (VIH).

Las estadísticas muestran que la mayor
prevalencia del virus (5%) es entre hom-
bres que tienen sexo con hombres y la
menor en gestantes (1%). Sin embargo
debe notarse que el número de mujeres
con VIH creció en los últimos años, pasó de
una relación de 6 hombres por una mujer
en 1996, a 1,15 hombres por 1 mujer en el
200650. Lo cual quiere decir que el virus
afecta de forma diferente a las distintas
poblaciones, además que las mujeres por
su condición de género están aumentando
la prevalencia. En consecuencia las medi-
das preventivas deben ser tratadas de
forma diferenciada y considerando de una
manera científica los comportamientos y
prácticas de cada grupo poblacional.

Las formas más conocidas de transmisión
del virus son por (a) vía sexual sin pro-
tección, (b) transfusiones con sangre con
VIH, (c) de madre a su hijo-a durante el
embarazo, parto o lactancia. En el Ecuador
la primera es la más frecuente y represen-
tó el 96,9% de los casos reportados, 2,6%
por transmisión madre-hijo(a) y 0,2% por
uso de drogas intravenosas51.

Debe destacarse que aunque no se ha rea-
lizado investigaciones específicas sobre
violencia y VIH, se puede identificar que la
violencia genera mayor vulnerabilidad a
las mujeres para que se infecten del virus.
También algunas pronunciaciones han
planteado que los roles de género ha pro-
vocado que las mujeres sean mayormente
sujetas de violencia sexual, al mismo tiem-
po el machismo y la poca libertad para
negociar uso del condón con su parejas las
hace más vulnerables para ser receptoras
del virus.52 De igual forma la explotación
sexual son factores que aumentan el ries-
go en las mujeres y niñas, especialmente
en situaciones de migración.53

En las poblaciones juveniles e infantiles la
violencia sexual provoca que las mujeres
sean víctimas de las relaciones sexuales
sin consentimiento, al mismo tiempo la
falta de instrumentos en las instituciones
educativas para informar sin prejuicio
sobre los derechos sexuales provoca que
los y las jóvenes no tengan acceso a
infomración científica sobre métodos de
prevención de la infección54

En las poblaciones homosexuales, bisexua-
les y transexuales, la discriminación ha pro-
vocado la desatención de parte de las uni-

dades de salud. Al mismo tiempo la desin-
formación sobre las formas de contagio ha
repercutido en que la prevalencia de la
enfermedad se mantenga55, así como que
no exista servicios diferenciados para muje-
res lesbianas, trabajadoras sexuales y tran-
sexuales.

El análisis del presupuesto de este progra-
ma con un enfoque de género es relevante
para verificar si los recursos y actividades
desarrolladas son adecuados y suficientes
para potenciar el acceso a prevención,
atención y tratamiento de las necesidades
de las distintas poblaciones, considerando
especialmente el aumento de los casos
reportados de VIH.-SIDA en mujeres.

Para el análisis se ha usado la información
disponible del PNS y no contempla infor-
mación sobre el nuevo “Plan Estratégico
Multisectorial de la Respuesta Nacional al
VIH-SIDA 2007-2015” ya que el mismo no
estaba en vigencia y no contenía presu-
puestos asignados al momento de esta
investigación.

6.2.3.1 ¿CUÁL ES LA INVERSIÓN DEL
PROGRAMA Y CUÁNTO INVIERTE EN
PREVENCIÓN, ATENCIÓN Y TRATAMIENTO?

El programa cuenta con un presupuesto
para el 2007 de US $ 3’140.000 de dólares
que en relación al 2006 se redujo en casi
el 50% (gráfico 11). Aunque este programa
es apoyado de algunas agencias de coope-
ración internacional y las negociaciones
locales de apoyo en actividades de difusión
y prevención, el presupuesto debe ser pro-
movido y apoyado desde el estado de
forma que se garantice sostenibilidad y
vigilancia en el cumplimiento de los servi-
cios entregados.

El presupuesto del 2007 es el menor de
los últimos cuatro años, esto es perjudicial
para el programa ya que se espera que los
casos reportados de VIH-SIDA superen la
tendencia de los años anteriores. Si bien a
finales del año 2006 se compraron
$ 2’591.000 dólares en antiretrovirales56

que ayudaron a la gestión del 2007, sigue
existiendo una brecha entre la inversión
del programa y los casos reportados de
VIH-SIDA de este año (gráfico 11).

El gráfico 12 muestra que los recursos del
programa están principalmente focalizados
en acciones puntuales de diagnóstico y tra-
tamiento para mujeres embarazadas y per-
sonas con infecciones de transmisión
sexual, sin considerar acciones o planes de
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ESTIMACIÓN DE COBERTURA
DE ATENCIÓN DE ORI Y FODI
A MADRES - 2007

GRÁFICO 10
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prevención diferenciadas para cada grupo
de la población.

Esta omisión de recursos para la preven-
ción perjudica la gestión del programa ya
que estimula el gasto en el tratamiento y
no incentiva el ahorro a través de meca-
nismos de prevención. En consecuencia
no sólo se tiene un plan incompleto en
términos de gestión, sino que es incom-
pleto en términos de género ya que no
contempla las necesidades diferenciadas
de violencia, discriminación, desinforma-
ción que viven mujeres, lesbianas, adoles-
centes, transexuales.

6.2.3.2 ¿CÓMO SE CUMPLE LA
ASIGNACIÓN DE RECURSOS PARA
EL CUMPLIMIENTO DEL PLAN NACIONAL
DE CONTROL VIH-SIDA?

Hasta agosto del 2007 se había transferi-
do el 23% de los recursos (gráfico 1). Esta
situación es perjudicial para los servicios
en general, pero se convierte en una
situación grave si los recursos perjudican
un diagnóstico y tratamiento oportuno
(entrega de antiretrovirales y entrega de
sustitutos de leche materna).

Por ejemplo, el programa nacional de VIH-
SIDA programó para el 2007 entregar US
238.000 dólares para atender a 170.000
embarazadas en la realización de prueba
de VIH; sin embargo, la Unidad Ejecutora
MGAI reportó que hasta agosto 2007 se
habían ocupado el 83% de los recursos.
En consecuencia, la demanda de pruebas
usadas hasta fin de año superó el presu-
puesto provocando un déficit del
22%.(Gráfico 13).

De esta forma el déficit presupuestario y
los retrasos adicionales a la entrega de
recursos pueden provocar que las perso-
nas que asisten a este programa no reci-
ban una atención completa con la entrega
de insumos y medicamentos. Es necesario
que el presupuesto primero evalúe la
demanda de servicios por beneficiario-a a
fin de incorporar en su presupuesto recur-
sos que garanticen la atención de la
población.

6.2.4 ERRADICACIÓN DEL ANALFABETISMO

En este programa ha sido difícil poder iden-
tificar las políticas y metas que persigue el
programa, sin embargo de acuerdo a la inver-
sión asignada dentro del Ministerio de
Educación, se puede percibir que su principal
objetivo es reducir los índices de analfabe-
tismo, que alcanza el 9,1% a nivel nacional.

El analfabetismo en el país no afecta de
igual forma a hombres y mujeres, ni a las
poblaciones según diferencia étnica.
(Cuadro 8). Como se observa en el cuadro
19 el analfabetismo es mayor en las muje-
res y en las poblaciones indígenas y afro-
descendientes. De esta forma se puede
estimar que las mujeres indígenas y afro-
descendientes posiblemente presentan
mayores tasas de analfabetismo.

¿LA INVERSIÓN DEL PROGRAMA
CONSIDERA LAS BRECHAS EXISTENTES
ENTRE MUJERES Y HOMBRES, Y
DIFERENCIAS ÉTNICAS?

La inversión destinada a este programa en
el 2007 alcanzó los US $ 23`542.144. En
el análisis se ha comparado en relación a
la población indígena y la inversión en
educación bilingüe para identificar los
recursos destinados a estas poblaciones;
no se ha incluido diferencias en la inver-
sión hacia las poblaciones afrodescen-
dientes ya que no se tiene información
detallada de esta población.
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PRESUPUESTO PNS SEGÚN POBLACIÓN ATENDIDA
(NO INCLUYE GASTO DESDE UEMG, INCLUYE GASTO MEDICINAS)

GRÁFICO 12
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A pesar que la proporción de recursos
asignados a la educación bilingüe guardan
relación con la proporción de la población
indígena, y lo mismo en la educación his-
pana para la población mestiza, si se
observa la distribución territorial no se
considera las brechas que corresponden a
las diferencias étnicas y de sexo.

De esta forma, se observa (gráfico 14)
que existen provincias como Carchi, El
Oro, Azuay, Guayas, Galápagos, Los Ríos y
Manabí que no tienen asignado recursos
para cubrir las brechas de analfabetismo
en educación bilingüe. Esto evidencia dos
cosas, la primera que la población indí-
gena de la provincia y en consecuencia
las mujeres indígenas estarán abandona-
das o en su defecto que las mismas serán
sometida a los programas de educación
hispana para aprender a leer y escribir.

Por otro lado, se ha incorporado un com-
ponente de educación a distancia, que se
observa puede ser de utilidad en provincias
con alta población rural, como Cañar,
Esmeraldas, Cotopaxi o para completar las
dificultades de otras provincias como
Tungurahua y Pichincha. Sin embargo la
inversión del 100% en programas de edu-
cación a distancia para alfabetización en la
provincia del Azuay no es muy clara si con-
sideramos que la población analfabeta en
esta provincia es 8,3% y hay un 4% de
población indígena.

Por otro lado, la inversión tampoco con-
templa diferencias respecto a las brechas
entre sexos, de acuerdo a la inversión
manejada en los últimos cuatro años, los
índices de analfabetismo no han variado y
las brechas entre hombres y mujeres se
han mantenido. A la fecha no existen indi-
cadores sobre los beneficiarios y benefi-
ciarias del programa, y sobre los índices y
las brechas para el 2007.

Las brechas de analfabetismo varían
según la provincia (gráfico 15). En la
mayoría de los casos, excepto en Los
Ríos y con menos distancia en Manabí,
Guayas y Galápagos, se observa una
situación desfavorable para las mujeres
que tienen mayores porcentajes de anal-
fabetismo que los hombres. En este sen-
tido los recursos no tienen ninguna rela-
ción con las necesidades de las mujeres
y en su lugar existe algunas provincias
con una asignación desproporcionada de
recursos por habitante. En la Amazonía
con 131 dólares por persona, mientras en
provincias con mayores brechas como
Cotopaxi, Imbabura, Tungurahua y Azuay
tienen asignaciones presupuestarias
menores que el promedio nacional (US
$30).

En este programa a diferencia de otros,
no está creado como una unidad ejecu-
tora, sólo esta asignado como una acti-
vidad dentro del presupuesto general del
estado. Esto consecuentemente afecta el
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CUADRO 8
ÍNDICES DE ANALFABETISMO, POBLACIÓN DE
15 AÑOS Y MÁS % %
Indígena 28,2 2006
Afroecuatoriana 12,6 mujeres 10,8
Mestiza 7,5 hombres 7,4
Blanca 6,7 total 9,1
Fuente: Encuesta Condiciones de Vida 2006 - SIISE 4,5 2006.
Elaborado por: Grupo FARO
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cumplimiento de los objetivos, recursos e
indicadores ya que al no existir una uni-
dad de control las prioridades de trabajo
y asignación de recursos no se reflejan
necesariamente en el presupuesto.

Es necesario que en el presupuesto de
este programa se asigne recursos progra-
mados y estudiados en relación a las
poblaciones beneficiarias considerando las
diferencias étnicas y de sexo a fin de

repercutir en una efectividad de resultados
e incidir en la reducción de las brechas en
educación que muestran las mujeres y las
poblaciones indígenas.
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CONCLUSIONES
• El presupuesto es indispensable para
medir y evaluar el cumplimiento de políticas
públicas y la incidencia de los programas en
la reducción de brechas de género. En este
sentido el análisis de presupuesto con pers-
pectiva de género es importante para eva-
luar como los programas elegidos han cum-
plido con sus objetivos y han favorecido al
fortalecimiento de las mujeres, sus derechos
y disminución de las brechas de género.

• Los presupuestos con que cuentan las
leyes y programas elegidos para el análi-
sis son pocos en relación a la inversión
social. Se observa que tienen niveles
bajos de cobertura y en algunos casos tie-
nen déficit, y no cumplen principios de
celeridad y gratuidad (en la ley de MGAI y
la ley 103). El retraso en los recursos
empeora la situación provocando que el
déficit de recursos sea más temprano en

relación con los servicios entregados men-
sualmente, como en la ley de Maternidad
Gratuita y Atención a la Infancia el déficit
de recursos se identificó a mitad de año.

• La falta de transparencia en el manejo de
información sobre el presupuesto impide
para que se pueda realizar análisis con
datos más actualizados; así como la falta
de estadísticas que describan las inequida-
des de género, por ejemplo: denuncias de
violencia por etnia y por orientación sexual.

• Los programas sociales no manejan indi-
cadores de cobertura e impacto sobre la
población atendida, de esta forma se obser-
va bajos niveles de alcance dentro de las
poblaciones beneficiadas, a la vez que no
existe articulación entre las metas y el pre-
supuesto destinado. Esto perjudica la efec-
tividad y eficiencia de los programas.

• Existe deficiencias sobre la información
estadística de las poblaciones de beneficia-

rios-as y de los recursos asignados, usual-
mente la información requiere de elabora-
ción de solicitudes y de la revisión de la
información disponible para verificar que la
misma contenga los mínimos requeridos
para el análisis con enfoque de género. En
algunos casos como la Maternidad Gratuita
existe información detallada de prestaciones,
pero no se maneja información sobre los
beneficiarios-as lo que amerita realizar esti-
maciones y aproximaciones para el análisis.

• Las actividades, programas y presu-
puestos no contemplan las necesidades
diferenciadas de género de la población.
En el PNS no se incluye actividades espe-
cíficas para prevención y atención de
mujeres en casos de violencia, así como
tampoco prestaciones para prevención en
las poblaciones homosexuales. Mientras
en el programa de Erradicación del anal-
fabetismo no se considera acciones dife-
renciadas para enfrentar las brechas de
género y etnia (mestiza e indígena).

RECOMENDACIONES
• Es necesario reforzar los procesos de
transparencia sobre la gestión de presu-
puesto y gasto a fin de impulsar el cum-
plimiento de los recursos comprometidos
en los distintos programas sociales. Al
mismo tiempo es necesario insistir en la
incorporación del enfoque de género en
las políticas públicas en todos los proce-
sos de planificación, gestión y control de
los recursos, a fin de garantizar el cumpli-
miento de los objetivos de los programas
y promover la reducción de las inequida-
des de género y el cumplimiento de los
derechos humanos de las mujeres.

• Es necesario que los programas ajusten
sus presupuestos con las metas de la
población beneficiada a fin de contribuir a
la gestión con eficiencia; al mismo tiempo
es necesario que se incluya indicadores de
efectividad e impacto desagreados por
sexo, etnia, edad u orientación sexual a fin
de garantizar el acceso de estas poblacio-
nes a los servicios brindados de estos pro-
gramas y potenciar el ejercicio de sus
derechos.

• En este sentido, es necesario que se
creen investigaciones especializadas y foca-
lizadas para documentar e identificar las
necesidades de los distintos grupos pobla-
cionales. Algunos ejemplos al respecto pue-
den ser: incluir presupuesto para investiga-
ciones en la ley de Maternidad Gratuita
sobre la calidad y gratuidad en la atención;
estadísticas de violencia de género en
general y específicamente por etnia y orien-
tación sexual, así como aprovechar las
encuestas levantadas manualmente que
describen la situación de violencia de las
denuncias realizadas en las CMF.

• Esta información es muy importante para
fortalecer los sistemas integrales e inte-
grados de atención, especialmente entre
los programas que están relacionados con
acceso a salud, educación y atención de
violencia. Algunas de éstas son importan-
tes en el sistema compartido de atención
a víctimas de violencia por parte de la ley
de Maternidad Gratuita, así como la aten-
ción de mujeres a través del Sistema
Nacional de VIH. También se puede poten-
ciar la inclusión de género con estadísticas
de madres beneficiarias e investigaciones
sobre el impacto de los servicios de cen-
tros de atención infantil (ORI Y FODI).

• Es necesario que se realice una evalua-
ción a los sistemas de gestión presupues-
taria de la Ley de Maternidad Gratuita ya
que se espera que el déficit aumente, lo
cual perjudicaría la calidad de los servi-
cios, al mismo tiempo es necesario modi-
ficar la asignación de recursos consideran-
do la demanda de producción.

• Se debe realizar mediciones de impacto
de los servicios ofrecidos de los programas
a fin de evaluar el cumplimiento de la ges-
tión y verificar como estos mejoran las bre-
chas sociales de género y potencian el acce-
so con igualdad a mujeres y hombres.
Algunos de estos ejercicios se han realizado
con el esfuerzo de la sociedad civil (a través
de veedurías con los comités de usuarias de
la ley de MGYAI), sin embargo es necesario
que se fomente la incorporación de indica-
dores de género en los programas de forma
que se promuevan la efectividad, eficiencia
y calidad en los servicios.

• Para lograr todas estas sugerencias, es
necesario fortalecer las capacidades técni-
cas y administrativas de los programas
sociales, de forma que se fortalezca la
difusión, calidad de servicios y la asigna-
ción con perspectiva de género.
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